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Resumen 

El objetivo del presente Ensayo crítico, es desde el ejercicio académico establecer si en el 

sistema judicial Colombiano opera de manera efectiva la conciliación en la esfera del derecho 

contencioso administrativo y de manera específica en los medios de control en los que procede. 

En este sentido, resulta pertinente llevar a cabo lo anteriormente descrito, por medio del 

ensayo crítico, toda vez que dada la naturaleza del mismo, el autor podrá evaluar desde el 

análisis personal la eficacia de los fines de la conciliación en el ámbito de lo contencioso 

administrativo como mecanismo alternativo de resolución de conflictos  y de manera 

consecuente explicar su posición conforme al análisis teórico, jurisprudencial y legal. 

Dentro del propósito del ensayo crítico, y en el desarrollo del ejercicio académico, es 

necesario establecer la importancia de la práctica jurídica conciliatoria en Colombia, 

estableciendo los principales parámetros que desde el desarrollo legislativo el Congreso de la 

Republica ha fijado, las particularidades procedimentales respecto de la conciliación en el ámbito 

contencioso administrativo y las distintas posiciones que ha proferido la Corte Constitucional por 

medio de sentencias respecto de la finalidad de los mecanismos alternativos de resolución de 

conflictos, pues en Colombia y específicamente en el ámbito de lo contencioso administrativo, 
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este mecanismo ha sido contemplado simplemente como un trámite adicional para habilitar el 

acceso a la administración de justicia, desdibujando los fines esenciales del mecanismo y el 

propósito de descongestionar los despachos judiciales.  

PALABRAS CLAVE 

Conciliación: mecanismo de resolución de conflictos, de carácter auto compositivo en el 

que interviene un tercero con el fin de que las partes de manera autónoma y consensuada, 

construyan un acuerdo por medio del cual finalice una controversia que involucre intereses con 

trascendencia jurídica.  

Eficacia: principio de la actividad del Estado encaminado a lograr los objetivos que tiene 

establecidos produciendo de manera satisfactoria los efectos pretendidos. 

Formalismo: propensión  a aplicar de manera rigurosa y estricta determinado método o 

procedimiento; etapa o requisito que solemniza una actuación, diferenciándola así del trámite 

corriente.  

Jurisdicción contencioso administrativa: Autoridad dentro de la rama judicial que es 

competente para aplicar las Leyes nacionales respecto de asuntos del derecho administrativo.  

ABSTRACT 

The objective of the present critical Essay, is from the academic exercise to establish if in 

the Colombian judicial system the conciliation in the sphere of the contentious administrative 

law operates effectively and specifically in the means of control in which it proceeds. 

In this sense, it is pertinent to carry out the aforementioned, by means of the critical 

essay, since given the nature of the same, the author will be able to evaluate from the personal 



analysis the effectiveness of the purposes of conciliation in the contentious field administrative 

as an alternative mechanism for conflict resolution and consequently explain its position 

according to theoretical, jurisprudential and legal analysis. 

Within the purpose of the critical essay, and in the development of the academic exercise, 

it is necessary to establish the importance of the conciliatory legal practice in Colombia, 

establishing the main parameters that since the legislative development the Congress of the 

Republic has set, the procedural particularities regarding the conciliation in the administrative 

contentious field and the different positions that the Constitutional Court has issued through 

judgments regarding the purpose of alternative dispute resolution mechanisms, since in 

Colombia and specifically in the field of administrative contentious, this mechanism has It was 

simply seen as an additional procedure to enable access to the administration of justice, blurring 

the essential purposes of the mechanism and the purpose of decongesting judicial offices. 

KEYWORDS 

Conciliation: self-composition conflict resolution mechanism in which a third party 

intervenes so that the parties autonomously and by consensus, build an agreement by means of 

which a controversy involving interests with legal significance ends. 

Efficacy: principle of State activity aimed at achieving the objectives it has established, 

satisfactorily producing the intended effects. 

Formalism: propensity to apply a certain method or procedure rigorously and strictly; 

stage or requirement that solemnizes an action, thus differentiating it from the current procedure. 

Administrative contentious jurisdiction: Authority within the judicial branch that is 

competent to apply national Laws regarding matters of administrative law. 



Introducción  

Colombia a lo largo de su historia, ha sido escenario de grandes acontecimientos que 

generaron un impacto social significativo en el territorio, y que de manera consecuente dichos 

episodios llevaron a los ciudadanos a reproducir e identificarse con determinadas formas de 

actuar y pensar, generando así distintas concepciones de la realidad socio- política del país, que a 

toda luz influenciaría el comportamiento de cada uno de los ciudadanos y la tendencia de cada 

uno de ellos a ser simpatizante de distintos sectores o grupos sociales, entre los cuales 

naturalmente existirían contraposiciones respecto de su cosmovisión, factor que sin duda alguna 

generaría conflictos; esto no quiere decir, que pueda ser situado temporalmente el origen del 

conflicto en Colombia, pues este concepto ha sido analizado teóricamente de manera 

interdisciplinar a lo largo del tiempo, encontrando que este comportamiento es inherente al ser 

humano, Infante (2014) afirma ‘‘que el conflicto interpersonal es mayoritariamente definido 

como un proceso-producto de carácter subjetivo-cognitivo que implica percepciones de metas 

incompatibles por, al menos, dos individuos.’’(p, 485).  

En este sentido, dada la interacción diaria y permanente de las personas, en razón al 

conjunto de relaciones jerárquicas y de poder para conformar una sociedad, es común encontrar 

conflictos en todos los niveles relacionales, los cuales inciden de manera directa en el desarrollo 

normal de cualquier grupo, Coser (1970) afirma ‘‘Según Marx, el conflicto lleva no solo a 

relaciones siempre cambiantes dentro de la estructura social existente, sino que todo el sistema 

social sufre una transformación a causa del conflicto.’’ (p, 6). Es allí, donde verdaderamente 

tiene incidencia el conflicto, pues la modificación de las condiciones o del statu quo puede 

generar acciones que tengan repercusiones directas en la integridad de los miembros de la 

sociedad que van más allá de una simple discordia conceptual o vivencial, García (2000) afirma:  



El conflicto tiene su propio ciclo de vida, como cualquier organismo vivo; aparece, crece 

hasta llegar a su punto de máxima tensión, declina y desaparece, y a menudo reaparece. 

Las disputas surgen cuando hay uno o varios objetivos incompatibles y mutuamente 

excluyentes entre dos o más actores, ya sean grupos o Estados. Cuanto más básicos son 

los intereses en conflicto, mayor es la frustración si estos no son conseguidos. La 

frustración puede conducir a la agresión, que puede ir desde una actitud de odio hasta el 

empleo de la violencia hacia los actores que obstaculizan la consecución de ese o esos 

intereses (p, 128). 

 Así las cosas, y en el marco del Estado social de Derecho, entendido este como Álvarez 

Díaz (2008) lo concibe: ‘‘la promoción de condiciones de vida dignas para todas las personas y 

la solución de las desigualdades reales que se presentan en la sociedad sean el fundamento de un 

orden justo y una convivencia pacífica’’ (p, 31). La intervención del Estado respecto de los 

conflictos interpersonales, es necesaria de manera evidente para materializar los postulados 

básicos del Estado social de Derecho, y preservar un orden social medianamente justo. 

Es por esto, que el Estado en su división tripartita de poderes, ha contemplado de manera 

tradicional una rama del poder público que de manera específica administra justicia y con ello 

dirime los conflictos que se pongan en conocimiento de la misma; sin embargo, como 

consecuencia del crecimiento poblacional y la recurrente necesidad de dirimir conflictos de 

naturaleza grupal e interpersonal se ha generado una práctica uniforme y repetitiva la cual puede 

ser denominada como ‘’ la cultura litigiosa o del litigio’’ que de manera específica responde a la 

creencia común de llevar a instancias judiciales los conflictos suscitados entre personas como 

única solución de las controversias a las que haya lugar, situación que a toda luz ha generado y 



generará congestión judicial, pues el crecimiento poblacional es directamente proporcional a la 

necesidad de acudir al sistema judicial. 

Actualmente el Estado colombiano padece una grave problemática que tiene incidencia 

directa en todos los nacionales y quizá el efectivo desarrollo de algunos de sus derechos 

fundamentales, pues dadas las circunstancias socio-temporales y la necesidad de cada uno de los 

colombianos de acceder al sistema judicial colombiano, es evidente la deficiencia del sistema; y 

esta operación ineficiente ha sido cuantificada por la misma rama judicial en el periodo 2012-

2017, con un promedio de congestión judicial del 44,6%, de productividad del 37,5 y eficacia del 

22,8% (Ver Anexo 1) 1, indicadores que a toda luz dan cuenta del preocupante episodio, que 

seguramente ha influido en la percepción y desconfianza que tiene la ciudadanía por esta rama 

del poder público.  

No es un evento novedoso, pues siempre el correcto funcionamiento del sistema judicial 

ha sido un ideal que parece utópico; es por ello que en virtud del artículo 116 de la Constitución 

Política de Colombia, fue necesario investir de manera transitoria a particulares para administrar 

justicia, con lo cual de cierta manera se posibilita una mayor cobertura respecto de escenarios 

propicios para la solución de controversias jurídicas, trasladando así parte de la  carga que tienen 

los despachos judiciales a distintas autoridades facultadas para dirimir estos conflictos 

cotidianos.  

En este entendido, y en el marco de la Constitución Política de 1991 fueron incorporados 

al escenario jurídico los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, los cuales en 

esencia pueden ser definidos como:  

                                                           
1 Grafica elaborada por el Consejo Superior de la Judicatura 



una vía alterna a la justicia formal o procesal, eminentemente voluntaria, de impartir 

justicia de corte restaurativo, lo que genera un cambio en la concepción del derecho de 

acceso a la justicia, y con una finalidad más encaminada a beneficiar a las víctimas, 

aunado a los esfuerzos por parte de los entes estatales de administrar justicia de forma 

efectiva. (Becerra, 2009, p.271). 

Mecanismos de resolución de conflictos, que probablemente generaban desconfianza 

dado que en Colombia por excelencia primaba la cultura del litigio. Sin embargo estos 

novedosos mecanismos, o la inclusión de los mismos en el cuerpo normativo buscaban cambiar 

la paradoja en la que se encontraba la rama judicial colombiana, pues por la naturaleza 

restaurativa y la participación directa de los implicados, permitía una solución de las 

controversias desde su origen, generando así una credibilidad paulatina y una proyección que 

permitiera contrarrestar en cierta medida la congestión judicial, para que de esta manera se 

materializara la  consigna constitucional de propender por la protección de la vida, honra, bienes, 

derechos y libertades de cada uno de los residentes en Colombia.  

Es por ello, que es necesario establecer de manera general que la conciliación es un 

mecanismo de resolución de conflictos, por naturaleza auto compositivo, donde las partes 

construyen un acuerdo que permite finalizar la controversia suscitada entre ellas; procedimiento 

guiado y asistido por un tercero imparcial denominado conciliador,  el cual por expreso mandato 

legal deberá ser propositivo con el fin único de obtener un acuerdo que persiga la restauración y 

construcción del componente interpersonal, la perdurabilidad y viabilidad del acuerdo erigido 

por las partes como resultado de la materialización de la autonomía privada de la voluntad.  

Respecto de la conciliación en el ámbito del derecho contencioso administrativo, resulta 

procedente la conciliación, atendiendo a los que en este escrito serán denominados formalismos, 



pues de conformidad con la manera en que ha sido contemplada en el ámbito legislativo y 

reglamentario, el procedimiento conciliatorio en el ámbito administrativo es ‘’sui generis’’ pues 

en este ámbito no es tan flexible, espontaneo y eminentemente consensual, esto en virtud de que 

en el desarrollo del trámite conciliatorio están inmersos intereses estatales que por cuestiones de 

carácter financiero y de responsabilidad de los funcionarios, requieren de un control especifico y 

posterior.  

Es allí, en donde de manera reflexiva y crítica surge el interrogante: ¿Cómo constituye la 

conciliación en materia de lo contencioso administrativo una fase procesal que desdibuja los 

fines esenciales de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos? El cual permite 

analizar con sentida preocupación, si en verdad se  materializan los fines y principios 

fundamentales de la conciliación en el derecho contencioso administrativo, pues, la eficacia de 

este mecanismo puede ser cuestionada como consecuencia de la aplicación de formalismos, 

desdibujando a toda luz la esencia restaurativa que además posibilita la materialización efectiva 

del derecho de acceso a la justica, generando un efecto negativo en cuanto a la anhelada 

descongestión judicial, como también en la percepción errónea de la ciudadanía al ser usada la 

conciliación simple y llanamente como un requisito de procedibilidad. 

El presente Ensayo tiene como finalidad Describir la incidencia de los formalismos de la 

conciliación contencioso administrativa en Colombia respecto de la materialización de los fines 

del mecanismo alternativo de resolución de conflictos. Para la consecución de esta propósito, se 

plantean como objetivos específicos: (i) analizar el desarrollo de la conciliación en lo 

contencioso administrativo para determinar los formalismos que diferencian el tramite respecto 

del procedimiento conciliatorio en otras ramas del derecho; (ii)  comparar los efectos que ha 

tenido la conciliación en otras jurisdicciones como mecanismo ideado para la descongestión 



judicial con la finalidad de establecer la eficacia de este método alternativo de resolución de 

conflictos en el sistema judicial Colombiano; y (iii) Revisar el procedimiento conciliatorio en 

general para establecer las particularidades propias en materia de lo  contencioso administrativo 

que puedan afectar la eficacia de este mecanismo alternativo de resolución de conflictos.  

Este ensayo, en primer lugar, aborda la conciliación en el derecho contencioso 

administrativo, realizando una breve descripción de la evolución legal del mecanismo sustancial 

y procedimentalmente. En segundo lugar, por medio de estadísticas del Ministerio de Justicia y 

del Derecho se realizará una comparación que permita determinar la variación en la eficacia de la 

conciliación respecto de las distintas jurisdicciones en las cuales es procedente el mecanismo 

alternativo de resolución de conflictos. Por último, serán establecidas las que a juicio del autor, 

podrían ser las principales causas que afectan el espíritu de la conciliación en lo contencioso 

administrativo.  

Como conclusión preliminar, la conciliación de manera general es un mecanismo de 

resolución de conflictos que tiene un impacto positivo en la sociedad, y en consecuencia en la 

materialización de los derechos fundamentales de la ciudadanía, que además contribuye a la 

restauración del tejido social; sin embargo en el derecho contencioso administrativo, la 

conciliación se ve afectada por el excesivo uso de las formalidades para la aplicación del 

mecanismo alternativo, la cultura litigiosa de los funcionarios facultados para representar a las 

entidades en el trámite, y la errónea idiosincrasia generalizada de los funcionarios que todo 

acuerdo conciliatorio puede generar un proceso de responsabilidad en su contra.  

Así las cosas, recae sobre el Estado la responsabilidad de generar políticas públicas que 

coadyuven a romper el paradigma de la litigiosidad, que incentive a la ciudadanía al uso de este 



mecanismo especialmente en el ámbito de lo contencioso administrativo, y se satisfagan las 

necesidades de la sociedad respecto de la administración de justicia.  

Eficacia de los fines de la conciliación en el ámbito de  lo contencioso administrativo 

¿realidad o utopía? 

La conciliación en el derecho contencioso administrativo: Una mirada histórica, sustancial 

y procedimental 

 Desarrollo constitucional y legal. 

El Estado con el fin de garantizar el cumplimiento de lo contenido en el preámbulo de la 

Constitución Política de Colombia, y de manera específica la garantía efectiva de justicia, por 

medio del inciso 3° del artículo 116, faculta terceros para la administración de justicia, así lo 

recoge Gómez Sierra (2016) en su edición de la carta política: 

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar 

justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de 

árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los 

términos que determine la ley. 

A partir de esta disposición constitucional, fueron contemplados los mecanismos 

alternativos de resolución de conflictos  como una herramienta para la descongestión judicial, la 

solución expedita de conflictos y la reconstrucción del tejido social, al respecto, Landero (2014), 

afirma: 

Los mecanismos de solución de conflictos también son cauces extra-jurisdiccionales 

surgidos al margen del proceso y desarrollados algunas veces por órganos no vinculados 



al poder estatal y otras veces por las mismas instancias estatales, a través de un conjunto 

de prácticas y técnicas dirigidas a: a) posibilitar la solución de los conflictos al margen de 

los tribunales en beneficio de todas las partes implicadas; b) reducir el costo y la dilación 

con relación al proceso judicial; y c) prevenir los conflictos jurídicos que estarían 

probablemente destinados a ser llevados ante los tribunales, coadyuvando en la búsqueda 

de tutela judicial efectiva (justicia) (p,86). 

Mecanismos que a toda luz, son instrumentos interesantes e innovadores, que pueden ser 

una alternativa para materializar los propósitos estatales respecto de la justica en el territorio. Sin 

embargo, el empleo de los mismos, puede dar cuenta de la deficiencia estatal respecto de la rama 

judicial, en ese sentido Vargas Vaca (2013) afirma que: 

Las tendencias de la administración de justicia, en parte provocadas por la explosión de 

litigiosidad, hacen que hoy aun los bienes jurídicos más tutelados por el derecho público 

sean susceptibles de la intervención de ciudadanos para su gestión. Se está ante una 

tendencia exagerada y un desprendimiento de la función jurisdiccional. Tendencia que, si 

utiliza la descongestión como pretexto, constituye un reconocimiento de que la 

administración de justicia no cumple con la función social, a la vez que un 

desconocimiento de que el campo de actuación de los ciudadanos, primero, siempre ha 

existido, y segundo, tiene unos fines distintos a los que tiene el derecho (p,5).  

Aun cuando parezca, quizá contradictorio que el Estado, contemplado como un gran 

conjunto de instituciones dotadas con la autoridad y potestad normativa para obtener el correcto 

funcionamiento de un colectivo social, carezca de efectividad en el cumplimiento de sus 

principios fundamentales, y de manera consecuente afecte no solo los derechos de la ciudadanía 

contemplados de manera sustancial, sino también  el acceso a la defensa de los mismos por 



causas que a toda luz resultan únicamente reprochables al mismo Estado, como lo son la 

congestión judicial, las cargas laborales excesivas para los funcionarios que administran justicia 

y las condiciones poco favorables para el desarrollo óptimo de las labores encomendadas. 

Resulta acertada la inclusión de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos en los 

cuerpos normativos, como una respuesta frente a la crisis del sistema judicial; si bien es cierto no 

es una solución que extraiga el problema de la realidad, puede generar un  cambio, impactando 

de manera positiva la confianza de los ciudadanos por métodos menos formales pero con plena 

validez jurídica para la solución de controversias, y en este sentido satisfacer la necesidad de 

cada uno de los colombianos de la tutela judicial efectiva.  

En este sentido, con posterioridad a la expedición de la Constitución Política de 

Colombia, de manera primigenia por medio de la Ley 23 del 21 de marzo del año 1991, se 

crearon mecanismos para descongestionar los Despachos judiciales, y se dictaron otras 

disposiciones; específicamente fueron contemplados en este cuerpo normativo dos mecanismos 

de resolución de conflictos: la conciliación que será abordada a lo largo del presente escrito y el 

arbitraje que será tenido en cuenta de manera referencial; instrumentos jurídicos que, Reales 

(2013) ha definido: 

La conciliación es otro mecanismo autocompositivo, por el que las partes, por la 

autonomía de la voluntad, y siempre que la materia sea disponible, pueden evitar el inicio 

de un pleito o poner fin al juicio ya comenzado, por consenso en la solución de su 

conflicto, alcanzado ante un tercero (juez de paz, o secretario judicial) antes del proceso 

de declaración, o iniciado el proceso, en la Audiencia Previa del juicio ordinario, o en la 

vista del juicio verbal. El tercero no decide nunca, resuelven las partes (p, 45). 



En el arbitraje, la solución del conflicto se deja en manos de una o varias personas 

(árbitros) que pueden ser elegidas directamente por las partes, o en su defecto, por el juez 

(arbitraje ad- hoc), o designadas por la institución que administra el arbitraje institucional 

al que se han sometido las partes). El árbitro, impone la solución privada del conflicto, en 

virtud de un convenio suscrito por los interesados en el que acuerdan, para determinadas 

materias, someterse a arbitraje, de modo que aplicando el derecho o la equidad (según el 

pacto de las partes), el árbitro va a declarar lo justo para el caso concreto, dictando un 

laudo. Sin embargo, el árbitro no tiene potestad ejecutiva, y solo tiene potestad cautelar 

declarativa. (pp, 48-49). 

Partiendo de este contexto teórico, en donde se describen las características propias de la 

conciliación, la Ley 23 de 1991, contempló la conciliación como el:  

Acto por medio del cual las partes ante un funcionario competente, y cumpliendo los 

requisitos de fondo y de forma exigidos por las normas que regulan la materia, llegan a 

un acuerdo que evita el que éstas acudan a la jurisdicción (Ley 23,1991).  

Dentro de esta disposición legal, fueron contemplados de manera específica los 

escenarios en los cuales operaria la conciliación, estableciendo el tramite conciliatorio en el 

ámbito laboral, en asuntos de familia y en lo contencioso administrativo, diferenciándolos a cada 

uno dada la naturaleza de los intereses que motivan el ejercicio conciliatorio, teniendo presente 

que en algunos escenarios aun cuando la conciliación no es reconocida como un mecanismo 

estrictamente formal, debe observar determinadas prerrogativas tendientes a que no haya 

detrimento en los derechos fundamentales de los interesados. La misma Ley 23 de 1991, 

contemplaba en su articulado lo concerniente a la conciliación en equidad, los centros de 

conciliación en cuanto a los requisitos para ser avalados por la autoridad competente y cuestiones 



procesales netamente administrativas, como también lo que respectaba al mecanismo de 

resolución de conflictos del arbitraje. 

De manera específica, respecto de la conciliación en lo contencioso administrativo, fue 

fijado el procedimiento conciliatorio en dicha materia, a su vez en el artículo 59 se establecieron 

los temas susceptibles de conciliación y los funcionarios competentes para conciliar dependiendo 

el orden de la entidad que deseara adelantar el tramite: 

Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 

jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales, sobre conflictos de 

carácter particular y contenido patrimonial que ante la jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo se ventilarían mediante las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 

del Código Contencioso Administrativo. 

Para los efectos del inciso anterior los entes territoriales estarán representados así: La 

Nación por los Ministros, los Jefes de Departamento Administrativo, los 

Superintendentes, el Registrador Nacional del Estado Civil, el Procurador General de la 

Nación y el Contralor General de la República. Los Departamentos por los respectivos 

Gobernadores; las Intendencias y Comisarías por los Intendentes y Comisarios; el Distrito 

Especial de Bogotá, por el Alcalde Mayor y los Municipios por sus Alcaldes. 

Las Ramas Legislativa y Jurisdiccional estarán representadas por los ordenadores del 

gasto. 

Las entidades descentralizadas por servicios podrán conciliar a través de sus 

representantes legales, directamente o previa autorización de la respectiva Junta o 



Consejo Directivo, conforme a los estatutos que las rigen y a la asignación de 

competencias relacionadas con su capacidad contractual. 

PARAGRAFO. No puede haber conciliación en los asuntos que versen sobre conflictos 

de carácter tributario (Ley 23,1991).  

Además, desde allí fue contemplada la conciliación como un requisito de procedibilidad, 

en este sentido el artículo 60 de la Ley 23 de 1991, estableció: 

Antes de la presentación ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa de cualquiera 

de las acciones a que se refiere el inciso 1o. del artículo anterior, las partes podrán 

formular ante el Fiscal de la Corporación la correspondiente petición, enviando copia de 

ella a la entidad que corresponda, o al particular, según el caso (Ley 23, 1991). 

Posteriormente,  por medio de la Ley 446 del 7 de julio de 1998, fue derogada la Ley 23 

de 1991, aunque no fue el objeto único de la norma, resulta relevante para el estudio de la 

conciliación mencionar que la Ley 446 de 1998 buscaba contemplar disposiciones sobre 

descongestión, eficiencia y acceso a la justica; sin embargo en lo ateniente a la conciliación en lo 

contencioso administrativo, las disposiciones serían recogidas en una norma reglamentaria, 

mediante el Decreto 1818 del 7 de septiembre de 1998, por medio del cual sería expedido el 

estatuto de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos. 

En este estatuto, respecto del mecanismo alternativo de la conciliación en el ámbito de lo 

contencioso administrativo fue modificada la disposición respecto de la aplicación temporal, 

pues dentro del Decreto se contempló la posibilidad de que el mismo fuera presentado de manera 

judicial o extrajudicial, así lo estipulo el artículo  56:  



Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas 

jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de 

apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones 

previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo (Decreto 1818, 

1998). 

Por otra parte, en el mismo cuerpo reglamentario, fue establecido como un escenario en el 

cual se lleva a cabo la conciliación,  el supuesto de la revocatoria directa de un acto 

administrativo de carácter particular, sobre el cual se obtuviera el consentimiento del particular 

para poder ser revocado, así lo estableció el artículo 57: 

Cuando medie acto administrativo de carácter particular, podrá conciliarse sobre los efectos 

económicos del mismo si se da alguna de las causales del artículo 69 del Código Contencioso 

Administrativo, evento en el cual, una vez aprobada la conciliación, se entenderá revocado el 

acto y sustituido por el acuerdo logrado (Decreto 1818,1998). 

Además en el Decreto en mención, se dispuso  que la conciliación prejudicial únicamente 

procedería, cuando no hubiera lugar a la vía gubernativa o que esta misma se encontrara agotada; 

respecto de la conciliación judicial, se estipuló que ésta podía ser solicitada por cualquiera de las 

partes, y seria llevada a cabo vencido el termino probatorio, aunque las partes de común acuerdo 

podían solicitarla en cualquier etapa del proceso.  

De manera ulterior, con la Ley 640 del 05 de enero del 2001, por medio de la cual fueron 

modificadas las disposiciones normativas de la conciliación, de manera específica en la esfera 

del derecho contencioso administrativo, prescribía las autoridades competentes para adelantar 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr001.html#69


conciliaciones, donde se encontraban los agentes del ministerio público y centros de conciliación 

autorizados para conciliar en esa materia, sin embargo, por medio de la sentencia C- 893 del 22 

de agosto de 2001, Magistrada Ponente, Dra. Clara Inés Vargas Hernández, se declaró 

inexequible el aparte en el que se autorizaba a los centros de conciliación, debido a que:  

Para la Corte el cargo está llamado a prosperar, pues en efecto las normas acusadas 

establecen una delegación permanente de la función de administrar justicia en los 

particulares, desconociendo flagrantemente el texto del artículo 116 de la Carta que 

expresamente autoriza al legislador para atribuirles dicha función pero en forma 

transitoria. 

Ciertamente, cuando el artículo 23 acusado alude a “los conciliadores de los centros de 

conciliación”, indudablemente se está refiriendo a un grupo determinado de individuos 

que tienen como función habitual actuar como conciliadores, toda vez que se trata de 

personas que por regla general deben ser abogados en ejercicio que habiendo acreditado 

la capacitación en mecanismos alternativos de solución de conflictos avalada por el 

Ministerio de Justicia y del Derecho, se inscriben ante un centro de conciliación y se 

encuentran, por ende, en continua disponibilidad de servir como conciliador (art. 6° de la 

Ley 640 de 2000) 

Aparte de lo anterior, debe recordarse que por mandato del artículo 116 Superior  la 

conciliación tiene un carácter esencialmente voluntario, porque son las partes las que, en 

cada caso en concreto, seleccionan en forma espontánea al particular que habrá de hacer 

las veces de conciliador, lo cual impide que, desde este punto de vista, se establezca una 

suerte de permanencia en el ejercicio de dicha función (Corte Constitucional, C-893-

2001).   



Razón por la cual, únicamente son competentes para conocer de la conciliación en lo 

contencioso administrativo los agentes del Ministerio Público. La Ley 640 del 2001, involucra 

también una prerrogativa que establece la obligación de someter las actas de conciliación a una 

aprobación judicial, la cual deberá ser emanada del juez competente para conocer de la acción 

judicial a que hubiere lugar.  

Por último, respecto de las disposiciones que han modificado sustancialmente lo relativo 

a la conciliación y en especial, en lo contencioso administrativo, resulta pertinente contemplar lo 

dispuesto en el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, Decreto 1069 del 

26 de mayo 2015, pues aunque de manera general recoge lo establecido en la Ley 640 del 2001, 

regula de manera específica un factor diferencial en cuanto a las demás ramas del derecho en las 

que pueda ser usada la conciliación, esto es, lo referente a los comités de conciliación:  

El Comité de Conciliación es una instancia administrativa que actúa como sede de 

estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y 

defensa de los intereses de la entidad.   

Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o 

cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las 

normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el 

patrimonio público. La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí 

sola, no dará lugar a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones 

de repetición contra los miembros del Comité (Decreto 1069,2015). 

 Factores diferenciales del trámite conciliatorio respecto de otras áreas del derecho. 



Aunque como se ha mencionado en líneas anteriores, una de las particularidades de la 

conciliación y de su trámite, es la cualidad de informalidad o flexibilidad, que marca una 

diferencia abismal respecto de los procesos jurídico-formales, no puede traducirse esto, en el 

desconocimiento de procesos generales, es por esto que el proceso conciliatorio tiene una 

orientación consignada en la Ley 640 del 2001, y conforme a los asuntos que se llevan al 

escenario del mecanismo alternativo de resolución de conflictos, este procedimiento adquiere 

formas propias de cada área debido a los derechos y obligaciones que se pretenden conciliar en 

cada uno de ellos. 

Es por esto que resulta relevante, contemplar en este aparte diferencias notorias respecto 

del trámite conciliatorio en el derecho civil, de familia y de lo contencioso administrativo, pues 

aunque el análisis verse sobre el mismo mecanismo hay factores que tienden a volver más formal 

unos que otros.  

La conciliación en el derecho civil, conforme al artículo 20 de la Ley 640 de 2001, 

atiende al principio de la celeridad, pues en esta disposición se contempla que siempre y cuando 

el asunto sea conciliable, la audiencia será celebrada en el menor tiempo posible y como máximo 

se estipula un tiempo de 3 meses desde la solicitud que realiza una de las partes; solicitud que 

puede ser realizada en centros de conciliación privados, consultorios jurídicos o autoridades 

administrativas que tengan la facultad conciliatoria en la materia. Es si se quiere, el trámite 

menos formal, pues hay gran variedad de personan facultadas para presidirla y se remonta 

estrictamente a la voluntad de las partes en conflicto, en resumen el trámite conciliatorio puede 

ser descrito de la siguiente manera2:    

                                                           
2 Diagrama realizado por la Procuraduría General de la Nación 



 

 

 

 

Figura 1. Proceso conciliatorio en el derecho civil. Fuente: Procuraduria General de la Nación 

(2020). 

 

Así las cosas y teniendo un punto de referencia general, en lo que concierne al trámite 

conciliatorio en el derecho de familia, se encuentran variaciones significativas, pues de 

conformidad con el artículo 2.2.4.9.2.2 del Decreto 1069 del 2015, se establece que la 

conciliación puede ser adelantada ante centros de conciliación, defensores de familia, comisarios 



de familia, delegados de la Defensoría del pueblo, agentes del Ministerio Publico ante las 

autoridades judiciales y administrativas en asuntos de familia, y en algunos casos ante notarios. 

Evidenciando que el precepto reglamentario, introduce determinados funcionarios,  que en la 

estructura del Estado, les ha sido asignada la función de garantizar el efectivo cumplimiento de 

los derechos de una población determinada.  

En estos asuntos susceptibles de conciliación, también se involucran derechos de los 

niños, niñas y adolescentes, que por mandato constitucional sus derechos tienen una primacía 

respecto de los demás en el ordenamiento jurídico. Sin embargo, el trámite conciliatorio además 

de contemplar funcionarios especializados, no denota una variación de tal magnitud que pueda 

ser considerado como una vertiente independiente del proceso general (Ver figura 1).  

Ahora bien, respecto del proceso conciliatorio en lo contencioso administrativo, se 

encuentran procedimientos que cuentan con formalidades propias, que de manera 

consecuentemente direccionan el proceso a un ámbito rígido y formal; esto en razón de que las 

Ley 640 de 2001 y el Decreto 1069 de 2015, contemplan de manera expresa las situaciones en 

las cuales procede el mecanismo alternativo de resolución de conflictos: esto es, cuando se 

pretenda acceder a la vía judicial en ocasión del uso de los medios de control de reparación 

directa, controversias contractuales y nulidad y restablecimiento del derecho.  

Por otra parte, es importante mencionar que la conciliación en este escenario jurídico, 

tiene una doble connotación: la de requisito de procedibilidad y la de mecanismo alternativo de 

resolución de conflictos, por lo tanto es posible afirmar que el acceso a la justicia está 

condicionado al ejercicio de la conciliación. Particularmente, respecto de las formalidades 

propias en el trámite una de ellas es el derecho de postulación, dado que sin importar la 

naturaleza de los interesados deben actuar por medio de apoderado, el cual debe ser abogado 



inscrito y contar con la facultad expresa para conciliar; además la solicitud no es una simple 

manifestación de voluntad conciliatoria, sino que los requisitos de la misma tienen gran similitud 

con los de presentación de una demanda a la luz del artículo 162 de la Ley 1437 del 2011.  

Además de lo anterior, la solicitud de conciliación en lo contencioso administrativo es 

privativa para su conocimiento, pues únicamente puede ser solicitada ante el agente del 

Ministerio Publico competente; en el mismo sentido, otra particularidad propia del 

procedimiento conciliatorio en el derecho contencioso administrativo, es el control posterior del 

acuerdo al que se llegue con ocasión del mecanismo alternativo de resolución de conflictos, pues 

en concordancia con el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, las actas que contengan un acuerdo 

conciliatorio deberán ser remitidas dentro de los 3 días siguientes al juez o corporación que sea 

competente en el conocimiento del ejercicio del medio de control para que apruebe o impruebe el 

acuerdo por medio de  auto. 

Finalmente, los denominados comités de conciliación son un factor único, por ende 

diferencial en el ambiente de la conciliación, atribuible únicamente a asuntos de lo contencioso 

administrativo, estos comités son ‘’una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, 

análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los 

intereses de la entidad’’ (Decreto 1069,2015). Esta instancia administrativa, es la encargada de 

decidir en cada caso particular, la procedencia de la conciliación o de algún mecanismo 

alternativo de resolución de conflictos, supeditándose así la autonomía de la voluntad de las 

partes, a la intervención de una instancia colegiada respecto del ánimo conciliatorio de la entidad 

convocada con el fin de llegar a un acuerdo.  

En resumen, puede concluirse este aparte con la recopilación de las particularidades de la 

conciliación en el derecho contencioso administrativo, las cuales pueden ser decantadas así: (i) 



competencia exclusiva del Ministerio Publico; (ii) representación por medio de abogado; (iii) 

doble connotación; (iv) control judicial posterior; e (v) incidencia de los comités de conciliación,  

Parangón jurisdiccional: ¿ineficacia generalizada? 

Aun cuando la conciliación es un proceso único en abstracto,  que adquiere variaciones 

procedimentales conforme al asunto particular sobre el cual versa, es posible establecer 

comparaciones que permitan dilucidar la aplicación del mecanismo alternativo de resolución de 

conflictos y la obtención del resultado pretendido en distintos campos del derecho, de antemano 

es apenas lógico contemplar que el objetivo es llegar a un pronto acuerdo sobre un conflicto 

particular, y de manera consecuente aliviar la carga operativa y procesal que tienen los 

despachos judiciales. 

Es por esto que se hace necesario acudir a cifras estadísticas del Ministerio de Justicia y 

del Derecho, pues desde un contexto general es posible establecer cuantos procesos judiciales 

fueron evitados en Colombia por el ejercicio de la conciliación; en este sentido, en el periodo 

2002 -2019, fueron solicitadas 1’573.612 diligencias de conciliación (ver anexo 2)3, de las cuales 

se obtuvo un total de 659.899 actas de conciliación total, un 41% del total de solicitudes y 44.310 

actas de conciliación parcial ( ver anexo 3)4, esto de manera general sin realizar diferenciación 

alguna en el área del derecho. En el mismo grafico es posible evidenciar el crecimiento 

progresivo de la cantidad de conciliaciones solicitadas, y esto podría traducirse en una 

legitimación por parte de la sociedad en cuanto a la credibilidad y confianza sobre el mecanismo 

alternativo de resolución de conflictos.  

                                                           
3 Grafica de solicitudes de conciliación para el periodo 2002-2019 del Sistema de Información de la Conciliación, el 

Arbitraje y la Amigable Composición 
4 Grafica de tipos de resultados para el periodo 2002-2019 del Sistema de Información de la Conciliación, el 

Arbitraje y la Amigable Composición 



Ahora bien, en el análisis respecto de solicitudes en las áreas del derecho en el mismo 

periodo 2002-2019, se evidencia que en el área civil y comercial fueron realizadas 1’151.010 

solicitudes, en el derecho de familia 477.043 y en lo contencioso administrativo 1.770 (ver anexo 

4)5 según las estadísticas del Ministerio de Justicia y del Derecho, sin embargo respecto del 

ámbito contencioso administrativo estas cifras resultan cuestionables, pues realizando un 

contraste con las estadísticas obtenidas de la Procuraduría General de la Nación, en las cuales se 

consolida la gestión de las 204 Procuradurías Judiciales Administrativas delegadas para la 

conciliación, en donde para el periodo 2010-2019, fueron radicadas 635. 506 solicitudes de 

conciliación contencioso administrativa, de las cuales se lograron 48.552 acuerdos totales y 2. 

936 acuerdos parciales (51.488 totales), además de esto se presentaron 448.756 audiencias sin 

acuerdos (ver anexo 5)6 de lo que puede extraerse que únicamente el 8,1% de las solicitudes 

llegan a un acuerdo conciliatorio mientras que el 70,6% desencadenan en una actuación sin 

acuerdo.  

De lo anteriormente expuesto, surgen bastantes interrogantes, sin embargo es importante 

cuestionar la eficacia y efectividad del mecanismo alternativo de resolución de conflictos, 

teniendo en cuenta la concepción de Gardais Ondarza (2002) ‘‘eficiencia es la “virtud y la 

facultad para lograr un efecto determinado” y eficacia es la “virtud, actividad, fuerza y poder 

para obrar” (p, 323). Pues prima facie resulta contradictorio que un mecanismo introducido por 

medio de la Ley 23 de 1991 al ordenamiento jurídico, tendiente a la descongestión de los 

despachos judiciales únicamente logre su propósito en un 8,1% en lo contencioso administrativo, 

                                                           
5 Grafica de solicitudes de Conciliación según área por año para el periodo 2002-2019 del Sistema de Información 

de la Conciliación, el Arbitraje y la Amigable Composición 
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mientras que con base en las  cifras del Ministerio de Justicia y del Derecho en otras áreas puede 

considerarse la obtención del propósito en una aproximado del 41%7. 

En este sentido,  respecto de la eficiencia de la conciliación en lo contencioso 

administrativo y atendiendo al análisis del mecanismo alternativo de resolución de conflictos en 

otras áreas del derecho, es evidente que los recursos utilizados y los logros obtenidos con dichos 

recursos, no son susceptibles de un indicador alto, pues en Colombia hay presencia de 

funcionarios competentes para solicitar y en consecuencia adelantar el proceso conciliatorio en 

29 de los 32 departamentos, además se confirma la ineficiencia del mecanismo en dicha área, 

teniendo como escenario la teoría de lograr más objetivos con los mismos o menos recursos, 

dado que con base en la tabla del consolidado de solicitudes de conciliación en lo contencioso 

administrativo ante la Procuraduría General de la Nación en el periodo 2010-20198, es 

constatable que respecto de las solicitudes radicadas como máximo se ha logrado un 10% de 

acuerdos conciliatorios en algunas ciudades, y en otras el porcentaje es inferior.  

Ahora bien, respecto de la eficacia del mecanismo de la conciliación en el ámbito de lo 

contencioso administrativo, es importante tener en cuenta que este concepto responde a la 

capacidad de lograr el fin o propósito de determinada acción, y como se ha mencionado a lo 

largo del presente ensayo, la conciliación puntualmente tiene varios propósitos, esencialmente la 

descongestión judicial, pero más allá de este, se involucran factores que son igual de importantes 

y trascendentales, Fuquen Alvarado (2003) afirma que ‘‘Las figuras alternativas también 

permiten a  los  individuos ser  gestores  de  cambios  pro-positivos  y  pro-activos  que  faciliten  

el  bienestar mutuo, así como la satisfacción y el beneficio de los actores involucrados’’ (p, 274), 

                                                           
7 Tomando como referencia de la  gráfica de tipos de resultados para el periodo 2002-2019 del Sistema de 

Información de la Conciliación, el Arbitraje y la Amigable Composición 
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y son estos factores los determinantes no solo para la obtención del acuerdo sino también para la 

satisfacción completa de las partes involucradas, y asimismo  para la erradicación del conflicto 

de manea definitiva.  

Conforme al indicador del 70,6 % el cual da cuenta de la inoperancia del mecanismo de 

la conciliación en el derecho contencioso administrativo, es consecuente afirmar que el 

mecanismo resulta ineficaz respecto de otras áreas del derecho, pues en otros ámbitos el volumen 

de acuerdos conciliatorios es mayor,  lo que genera una descongestión judicial paulatina, una 

gestión propia del conflicto entre las partes y una recomposición del tejido social; además resulta 

pertinente mencionar que no solo es ineficaz el instrumento jurídico, sino también la disposición 

normativa que lo contempla en esta área del derecho, pues si no es eficaz la conciliación en lo 

contencioso administrativo, significa que la norma no está siendo aplicada en debida forma ni 

observada por sus destinatarios ( ciudadanos- agentes del Ministerio Publico y Entidades 

Públicas), en este sentido  adquiere relevancia lo que Calvo Soler (2007 ) afirma ‘‘la norma en 

desuso es una norma respecto a la cual los sujetos sometidos no realizan los comportamientos 

mediante los cuales se evita la sanción, es decir, no es acatada’’ ( p,172), esto en cuanto al 

cumplimiento del procedimiento para habilitar el acceso a la vía judicial, olvidándose totalmente 

de la esencia del mecanismo y transgrediendo su esencia.  

La ineficiencia e ineficacia del mecanismo alternativo de resolución de conflictos no 

puede ser generalizada, pues por medio de los registros estadísticos de las entidades que ejercen 

control, ha sido posible establecer que la conciliación es una alternativa a la vía judicial en otras 

ramas del derecho, que con el pasar de los días ha tomado relevancia y adquirido credibilidad en 

la sociedad para la solución de conflictos cotidianos provenientes de cualquier tipo de relación 

jurídica; Sin embargo, lastimosamente respecto del ámbito de lo contencioso administrativo no 



es posible afirmar lo mismo, pues aunque se pretenda el mismo resultado, pueden encontrarse 

factores que imposibiliten este objetivo, y es allí donde posiblemente adquiere relevancia la 

incidencia directa de las particularidades propias de la conciliación en lo contencioso 

administrativo en cuanto a la obtención de los resultados pretendidos con la inclusión de los 

mecanismos alternativos de resolución de conflictos en la legislación colombiana.  

Relevancia de las particularidades: afectación directa al espíritu del mecanismo alternativo 

de resolución de conflictos.  

De conformidad con las estadísticas y el análisis realizado, es posible determinar que la 

ineficacia es una afección que en este momento se involucra directamente con la conciliación en 

el derecho contencioso administrativo, en este sentido vale la pena preguntarse si ¿tienen 

incidencia las particularidades de la conciliación contencioso administrativa en el objetivo 

fundamental del mecanismo?  Para lo cual, serán analizadas las siguientes particularidades: (i) 

competencia exclusiva del Ministerio Publico; (ii) representación por medio de abogado; (iii) 

doble connotación; (iv) control judicial posterior; e (v) incidencia de los comités de conciliación. 

Competencia exclusiva del Ministerio Público. 

Actualmente como consecuencia de la Sentencia C-893 del 2001, en donde fue declarada 

inexequible la competencia de los centros de conciliación para adelantar conciliaciones en el 

ámbito de lo contencioso administrativo, la competencia para solicitar y llevar a cabo las 

audiencias de conciliación reside únicamente en los Agentes del Ministerio Publico, es decir de 

la Procuraduría General de la Nación; pues en ese momento se argumentó que la disposición 

constitucional del artículo 116, contemplaba la posibilidad de facultar transitoriamente 



particulares para administrar justicia en los términos que determinara la Ley, creando así una 

reserva legal, para lo que la Corte Constitucional afirmó :  

mal hace el legislador en autorizar al Gobierno a través del artículo 12, bajo examen, con 

el objeto de reglamentar los requisitos que deberán cumplir los centros de conciliación 

para que puedan conciliar en materia de lo contencioso administrativo, toda vez que con 

esta medida está desconociendo de manera flagrante la competencia constitucional del 

Congreso de la República (Corte Constitucional, C-893-2001). 

Razón por la cual unicamente se encuentra la competencia en lo contencioso 

administrativo en la Procuraduría General de la Nación, sin embargo, vale la pena estimar que si 

se encontraran habilitadas otras instituciones o centros de conciliación para llevar a cabo el 

trámite como en otras ramas del derecho, habría mayor cobertura y de manera consecuente un 

superior número de acuerdos conciliatorios; además, es evidente la falta de voluntad legislativa 

para habilitar los centros de conciliación en lo contencioso administrativo, pues las reglas 

aplicables deben ser expedidas por el Congreso de la Republica en atención a la reserva legal, 

situación en la cual se propendería con el ejercicio legislativo por una materialización al 

principio de la justicia. En este sentido, resulta relevante contemplar la incidencia de la 

competencia privativa en la conciliación de lo contencioso administrativo como factor negativo 

para obtener descongestión judicial y una gestión adecuada de los conflictos.  

Ejercicio del derecho de postulación. 

Otra particularidad de la conciliación en este ámbito del derecho, que puede resultar en 

primera medida contradictoria a la celeridad y a la economía, es la obligatoriedad de recurrir a 

esta instancia por medio de abogado. Sin embargo, este factor a mi juicio es necesario, pues de 



conformidad con lo expuesto por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (2014) 

‘‘La obligación de realizar el trámite conciliatorio en materia de lo contencioso administrativo a 

través de abogado constituye una garantía para la prosperidad del acuerdo en términos justos y 

satisfactorios para las partes. ’’ (p, 9), para lo cual es importante manifestar que en este sentido 

se salvaguardan los intereses de la parte en desventaja, toda vez que las Entidades Públicas en 

todo caso acudirán representadas por un funcionario que tenga conocimientos jurídicos, 

aumentando la exposición de desventaja del ciudadano, al respecto la Honorable Corte 

Constitucional afirmó:  

el establecimiento de la obligación de estar asistido por abogado en el trámite de la 

conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa, resulta ser un medio 

idóneo y razonable para lograr un fin constitucionalmente legítimo, como lo es el de 

asegurar el cumplimiento de los principios de igualdad, transparencia y aún el de 

celeridad en el trámite conciliatorio (Corte Constitucional, C-033 de 2005).  

Así las cosas respecto de la obligación de recurrir a la conciliación extrajudicial en lo 

contencioso administrativo, es posible argüir que no constituye una afectación directa al trámite 

conciliatorio y que por el contrario garantiza la consecución de un acuerdo dentro de los 

parámetros de igualdad y justicia.  

 Doble connotación. 

Aquí reside en mi concepto el punto neurálgico respecto de la ineficacia de la 

conciliación en lo contencioso administrativo, pues como lo afirma Guerra y Lozano (2014) ‘‘fue 

creada con el propósito de cumplir una doble finalidad; por un lado, para que dos o más posibles 

sujetos procesales solucionen sus diferencias y, por otro, evitar la congestión de procesos en los 



despacho judiciales’’ (p, 3). Esta concepción de un doble propósito, en principio podría generar 

confianza, pues puede ser interpretada como un instrumento jurídico con múltiples impactos, sin 

embargo estos no necesariamente son positivos para la realidad judicial y social del país, en el 

entendido que condiciona el acceso a la vía judicial con el ejercicio de la conciliación. Quizá la 

intención legislativa fue buena, esperando resultados positivos en la descongestión judicial 

principalmente; pero se evidencia lo contrario y toma firmeza lo que Torres Calderón (2002) 

afirma ‘‘en realidad dicha ley, a nuestro juicio, no solucionará nada y, por el contrario, 

contribuirá a dilatar aún más los trámites judiciales’’ (p, 7). 

Resulta pertinente afirmar que la ineficacia de la conciliación en lo contencioso 

administrativo genera dilaciones, retardos y congestión, pues no solo se acude a una entidad para 

intentar dirimir las controversias suscitadas entre la ciudadanía y el Estado, sino que también a 

una autoridad judicial luego de fallida la primera diligencia que se torna ineficaz, para continuar 

con episodios de vulneración a la celeridad y tutela judicial efectiva,  así como lo afirma 

González Rey (2010): 

la conciliación extraju-dicial en asuntos contencioso administrativos, se caracteriza por 

una dramática congestión de la jurisdicción Contenciosa, un elevado número de litigios 

en  todas las áreas del  derecho Administrativo y unas escandalosas cifras en lo que 

respecta a las demandas y a las condenas contra el Estado. (p, 6). 

De acuerdo al doble propósito o la doble connotación del mecanismo alternativo de 

resolución de conflictos, y tomando como base que unicamente el 8,1% de las solicitudes llegan 

a un acuerdo satisfactorio, no hay duda alguna, que no se cumple el objetivo de resolución 

temprana de conflictos, y en consecuencia se genera congestión tanto en la Procuraduría General 

de la Nación como en los despachos judiciales, desencadenando en un despropósito axiomático.  



 

 

Control judicial posterior. 

Como control judicial posterior puede ser entendida la aprobación judicial de la cual es 

susceptible todo acuerdo conciliatorio en el ámbito de lo contencioso administrativo, 

circunstancia particular y propia de esta área, que a mi juicio no genera impacto negativo alguno, 

y por el contrario  preserva los intereses del Estado en el margen del ejercicio conciliatorio. Es 

apenas obvio afirmar que no genera una afectación esta particularidad, dado que la cantidad de 

acuerdos no depende o se afecta directamente por el ejercicio de la aprobación judicial, toda vez 

que la misma es posterior.  

Esta aprobación reviste una importancia trascendental respecto de los efectos jurídicos 

del acuerdo, pues unicamente con dicha decisión judicial es vinculante para las partes y 

hace tránsito a cosa juzgada.  

Incidencia de los comités de conciliación  

Estas instancias administrativas que hacen parte de la estructura de las Entidades Públicas 

y en las cuales reside el estudio de la viabilidad de someter casos particulares a la conciliación, 

es otro factor que impide la materialización de los propósitos de la conciliación, esto en atención 

al artículo 2.2.4.3.1.2.3 del Decreto 1069 delo 2015, en el cual no se establece una idoneidad 

profesional para conformar dichos comités, cuando deberían predominar profesionales del 

derecho con experiencia en mecanismos alternativos de resolución de conflictos que faciliten la 

apuesta por estas figuras jurídicas que tendrían un impacto favorable en la descongestión judicial 

de la jurisdicción contencioso administrativa.  



Es importante contemplar también, que en el desarrollo de la actividad administrativa, la 

conciliación no tiene una concepción favorable, pues los funcionarios públicos son reticentes a 

estos mecanismos debido a la errónea concepción de que el acuerdo conciliatorio puede generar 

responsabilidad de tipo administrativa y fiscal, prefiriendo que sea un juez quien decida sobre el 

conflicto en el curso de un proceso judicial, donde en la mayoría de casos la condena en contra 

del Estado es sumamente onerosa y tardía.  

Expuestas de manera somera las particularidades que a mi juicio resultan relevantes en el 

proceso conciliatorio en el ámbito de lo contenciosos administrativo, es importante pensar  que 

las mismas no deberían afectar la esencia de la conciliación y que por el contrario las actuaciones 

estatales deben propender por garantizar los fines que ha definido la Corte Constitucional ( 2008) 

‘‘Procura evitar litigios de larga duración y mejorar las relaciones entre las partes, en la medida 

en que el procedimiento garantice imparcialidad, rapidez, confiabilidad y reconocimiento del 

acuerdo logrado’’. 

También es necesario pensar en la importancia de la actualización por parte del Estado en 

cuanto a protocolos, políticas y ejercicio de su actividad legislativa que permita la 

implementación de medidas reales y efectivas tendientes a la materialización de los objetivos 

primordiales de la conciliación en el derecho contencioso administrativo, pues es tangible el 

impacto positivo de dicho mecanismo en otras áreas del derecho; dado que cualquier tipo de 

variación que suponga impactos positivos en el funcionamiento del sistema judicial debe atender 

a todas las necesidades de cada uno de los actores y factores en su plan de reforma ( Berizonce, 

2009).  

 



Conclusiones 

La conciliación como mecanismo alternativo de resolución de conflictos es un 

instrumento jurídico eficaz y eficiente respecto de la solución de controversias jurídicas en 

determinadas ramas del derecho, que no solo permite la materialización del propósito de 

descongestión judicial, sino que también genera un impacto positivo en la confianza de la 

ciudadanía por instituciones alternas que fomentan la gestión propia de  conflictos y la 

recomposición del tejido social.     

En el ámbito de lo contencioso administrativo de manera desafortunada la incidencia de 

particularidades propias del trámite conciliatorio, afecta el propósito de descongestión judicial,  

como también la tutela judicial efectiva respecto de los derechos que obligatoriamente deben ser 

reclamados y controvertidos en instancias judiciales, desencadenando esto en una ineficacia e 

inefectividad casi que total del mecanismo, como también un doble trabajo para el Estado.  

Es necesaria la intervención del Congreso de la Republica, para que con su facultad 

legislativa se dicten las normas concernientes a la habilitación de los centros de conciliación 

autorizados para adelantar conciliaciones contencioso administrativas, pues en esta medida 

serian puestos a disposición de la ciudadanía mayores recursos con el fin de gestionar sus 

conflictos. 

La conformación de los comités de conciliación no puede atender unicamente el 

cumplimiento de una disposición normativa, sino que dicha conformación debe realizarse de 

manera responsable, con el fin único de brindar a la sociedad una estructura administrativa 

objetiva, sensata y con sometimiento pleno a la Constitución y las Leyes; en este mismo sentido, 

se hace necesaria la exigencia de idoneidad académica, pues en la mayoría de los casos los 



profesionales del derecho que integran estos comités no cuentan con la experticia en el ámbito de 

los mecanismos alternativos de resolución de conflictos. 

Al Estado le compete la implementación de medidas, actuaciones y políticas que 

permitan organizar, educar y fomentar el uso de  la conciliación, específicamente en el ámbito de 

lo contencioso administrativo con el fin de afrontar la ineficacia del mecanismo, fortaleciendo la 

institucionalidad, como también garantizando la coordinación y cooperación de los actores, con 

el fin único de lograr una descongestión judicial real.  
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Anexos 

 

Anexo 1. Indicadores de gestión de la rama judicial  

 



Anexo 2. Solicitudes de conciliación por año SICAAC 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Anexo 3. Tipos de Resultado por año SICAAC 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Anexo 4. Solicitudes de Conciliacion según area por año SICAAC 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anexo 5. Consolidado  de solicitudes de conciliación en lo contencioso administrativo ante la 

Procuraduría General de la Nación en el periodo 2010-2019 


